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CONSULTA 034/2023. Plazo de duración vs plazo de ejecución y suspensión del contrato a 

efectos de la revisión de precios del RDL 3/2022.   

 

CONSULTA 

 

“Asunto de la consulta: Duración de los contratos de obras del sector público versus plazo de 

ejecución. 

En el Servicio XX de la Delegación Provincial de XX se nos plantea la siguiente situación que no se 

ha dado en los Servicios Centrales de esta Consejería, una vez consultada. 

El 6 de julio de 2021 se contrató por este órgano de contratación la obra de sustitución de 

carpinterías metálicas en el centro de educación infantil y primaria “XX” de XX, con un periodo 

de ejecución de tres meses. 

Este periodo de tres meses hubiera interferido en el periodo lectivo del curso siguiente, por lo que 

el 26 de octubre de 2021 el Delegación Provincial de XX, como órgano de contratación, declaró 

la suspensión de la obra hasta el 22 de junio de 2022. La obra fue ejecutada y recepcionada 

positivamente el 4 de octubre de 2022. 

La empresa adjudicataria, XX, solicitó revisión de precios en plazo, al amparo del RDL 3/2022, 

artículo 9, Procedimiento para la revisión excepcional de precios: 1. La revisión excepcional de 

precios se aprobará, en su caso, por el órgano de contratación previa solicitud del contratista, 

que deberá presentarla durante la vigencia del contrato y, en todo caso, antes de la aprobación, 

por el órgano de contratación de la certificación final de obras. 

Según el artículo 7 de esta disposición, “En caso de que el contrato tuviese una duración inferior 

a doce meses, el incremento del coste se calculará sobre la totalidad de los importes del contrato 

certificados. El periodo mínimo de duración del contrato para que pueda ser aplicable esta 

revisión excepcional de precios será de cuatro meses, por debajo del cual no existirá este 

derecho.” 
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La consulta que les hacemos se refiere a si la duración del contrato puede considerarse mayor de 

cuatro meses por causa imputable a la Administración, o bien la suspensión de la obra por 

iniciativa de la Administración no se considera a efectos de la duración del contrato según su 

plazo de ejecución y, por tanto, no puede acogerse a la revisión de precios excepcional del RDL 

3/2022”. 

 

 

 

RESPUESTA 

 

En primer lugar, y antes de dar respuesta a la consulta planteada, hemos de poner de manifiesto 

que la entidad consultante se refiere al hecho de que las obras se contratan el 6 de julio de 2021. 

Este servicio desconoce si dicha fecha coincide con el inicio del contrato; si fuera así, y teniendo 

en cuenta que el plazo de ejecución del contrato es de tres meses, las obras deberían haber 

finalizado el 6 de octubre de ese año y, por tanto, no tendría sentido una suspensión del 

contrato, dado que resulta evidente que no se puede suspender algo que ya se encuentra 

extinguido, salvo que la empresa contratista hubiera solicitado una ampliación del plazo de 

ejecución. 
 

Así pues, este servicio parte del hecho de que, o las obras se han iniciado en un periodo posterior 

al 6 de julio de 2021, de forma que, a la fecha en que se decreta la suspensión (26 de octubre), 

todavía no hubiera pasado el plazo de ejecución del contrato y, por tanto, cabría una suspensión 

del mismo; o que, el contratista hubiera solicitado un plazo de ampliación de ejecución y no 

hubieran transcurrido todavía los tres meses de que disponía para ejecutar el contrato cuando 

la Administración decidió suspender el mismo. 

Por lo que respecta al inicio de la ejecución del contrato, en el caso de las obras, la Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, 

de 26 de febrero de 2014 (en adelante, LCSP) señala, en su artículo 237, que el comienzo de la 

ejecución de la obra tiene lugar desde el acta de comprobación del replanteo: 
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“Artículo 237 Comprobación del replanteo 

La ejecución del contrato de obras comenzará con el acta de comprobación del replanteo. A tales 

efectos, dentro del plazo que se consigne en el contrato que no podrá ser superior a un mes desde 

la fecha de su formalización salvo casos excepcionales justificados, el servicio de la 

Administración encargada de las obras procederá, en presencia del contratista, a efectuar la 

comprobación del replanteo hecho previamente a la licitación, extendiéndose acta del resultado 

que será firmada por ambas partes interesadas, remitiéndose un ejemplar de la misma al órgano 

que celebró el contrato”. 

No obstante lo anterior, en el caso del contrato menor de obras, el Consejo de Estado, en su 

Dictamen 1103/2013, considera que no es necesaria ni la realización del replanteo del proyecto 

ni, por tanto, su comprobación, considerando como fecha de inicio de la ejecución la que 

corresponda al momento en que conoció la adjudicación del contrato a su favor. Indica (el 

resaltado en negrita es nuestro):  

“(…) En lo que respecta a las alegaciones formuladas por la contratista, la misma aduce que no 

se llevó a cabo por la Administración la comprobación del replanteo exigida por el artículo 229 

TRLCSP, por lo que destinó sus recursos a la realización de otros proyectos, renunciando a la 

ejecución de las obras contratadas con el INVIED y rechazando el pago de indemnización alguna. 

En este sentido, cabe recordar que el contratista tiene derecho a resolver el contrato en el 

supuesto de que la Administración incurra en una demora en la comprobación del replanteo en 

los casos en los que, de acuerdo con el TRLCSP, está obligada a llevar a cabo esa comprobación. 

Sin embargo, entiende el Consejo de Estado que en el presente caso ni la realización del 

replanteo del proyecto ni, por tanto, su comprobación, resultan exigibles, por tratarse de un 

contrato de obras de tipo menor. 

El TRLCSP establece un régimen especial para los contratos menores, (…). La existencia de dicho 

régimen especial se justifica por la conveniencia de simplificar y agilizar el procedimiento de 

contratación (…), lo que se traduce en la exención para la celebración de los contratos menores 

de determinados requisitos que se exigen en la ley para la adjudicación de los restantes 

contratos. 
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(…) Por tanto, los únicos requisitos exigibles en la tramitación del expediente de contratación y 

en la adjudicación del contrato son los establecidos en el citado artículo 111 TRLCSP (en la 

actualidad, artículo 118 de la LCSP), sin que pueda inferirse la necesidad de cumplimiento de 

ningún otro requisito no mencionado expresamente en la ley. Así lo ha afirmado la Junta 

Consultiva de Contratación Administrativa en diversos informes que, aunque emitidos bajo la 

vigencia de leyes hoy derogadas contienen conclusiones aplicables también a los contratos 

menores celebrados conforme al TRLCSP (entre otros, informes 40/95, 30/96 y 10/1998). 

Por ello, cabe concluir que no es necesario el replanteo en la celebración del contrato menor de 

obras (en los que ni tan siquiera es exigible el proyecto, salvo "cuando normas específicas así lo 

requieran") y, como lógica consecuencia, el inicio de la ejecución de la prestación por parte del 

contratista no dependerá de la comprobación de ese replanteo por parte de la Administración. 

Como ha señalado este Consejo en alguna ocasión (dictamen 479/2013, de 6 de junio) en el caso 

de los contratos menores el momento en el que el contratista queda obligado no puede ser otro 

que aquel en el que -constando la aprobación del gasto- tiene lugar el concurso de voluntades 

de la Administración y del contratista, dando lugar al consentimiento. En consecuencia, en el 

supuesto sometido a consulta ...... quedaba obligada a la ejecución de la prestación contractual 

desde el momento en el que conoció la adjudicación del contrato a su favor, debiendo iniciar 

las obras en el plazo otorgado para ello por la Administración y sin que le sea posible renunciar 

a la ejecución de dichas obras sin incurrir en un incumplimiento contractual esencial. (…)”. 

Aclarado lo anterior, pasamos a continuación a dar respuesta a lo solicitado en la consulta sobre 

si el periodo de suspensión del plazo de ejecución de la obra por causa imputable a la 

Administración (que, inicialmente, estaba fijado en tres meses) computaría dentro del plazo de 

duración del contrato, a efectos de entender cumplido el periodo mínimo (4 meses) que 

establece el Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas para la mejora de la 

sostenibilidad del transporte de mercancías por carretera y del funcionamiento de la cadena 

logística, y por el que se transpone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la 

que se fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE 

para el desplazamiento de los conductores en el sector del transporte por carretera, y de 

medidas excepcionales en materia de revisión de precios en los contratos públicos de obras (en 

adelante, RDL 3/2022), para que pueda aplicarse esta revisión excepcional. 
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Sobre la naturaleza de la suspensión y su incidencia en el plazo de ejecución del contrato, el 

Tribunal de Cuentas, en su Informe 1.022, de 30 de enero de 2014, ha señalado que: «Si bien la 

suspensión no se encuentra entre las prerrogativas de la Administración enumeradas en el 

artículo 210 del TRLCSP, la doctrina y la jurisprudencia la consideran como una manifestación 

específica de la facultad de modificar unilateralmente el contrato “ius variandi”, que no afecta 

al objeto del contrato, pero sí al plazo de ejecución y a la forma de cumplimiento (Sentencias 

del Tribunal Supremo 3771/1989 y 4761/1989, Dictamen del Consejo de Estado 1093/1991), 

siendo algunos de sus efectos la interrupción del plazo de ejecución, la indemnización al 

contratista de daños y perjuicios e incluso, en determinados supuestos, el derecho del contratista 

a solicitar la resolución contractual». 

En nuestro caso, la Administración en aras de una mejor protección del interés público, 

fundamentado en que las obras no interfirieran en el periodo lectivo del curso, ha decidido 

suspender el contrato, una vez iniciado, haciendo uso de esa facultad de modificación unilateral 

que, en este supuesto ha afectado al plazo de ejecución del contrato, tratándose de una 

suspensión total (se suspende el total de la obra contratada) y temporal (se ha interrumpido el 

plazo de ejecución pero, posteriormente, se ha reanudado y ha concluido la obra). 

Interesa destacar aquí la diferencia entre “plazo de duración” y “plazo de ejecución”. El propio 

artículo 29 de la LCSP, haciéndose eco de una doctrina consolidada, lleva por rúbrica “Plazo de 

duración de los contratos y de ejecución de la prestación”, y distingue entre la prórroga del 

contrato (apartado 2) y la ampliación del plazo de ejecución (apartado 3). 

Siguiendo lo dispuesto por la Abogacía del Estado, en su Informe de 18 de marzo de 2009: 

“(…) Es doctrina general en materia de contratos que el plazo puede fijarse:  

a) Como plazo de duración: En este caso, el tiempo opera como elemento definitorio de la 

prestación, de manera que, expirado el plazo, el contrato se extingue necesariamente [por 

ejemplo, en contratos de servicios celebrados por un período determinado tales como limpieza, 

mantenimiento, etc].  

b) Como plazo de ejecución: En este supuesto, el tiempo opera como simple circunstancia de la 

prestación. Por ello, el contrato no se extingue porque llegue una determinada fecha, sino 
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cuando se concluye la prestación pactada. El caso típico es el contrato de obra, que sólo se 

cumple cuando se entrega la obra (con independencia de si el plazo se prorroga o no). 

De esa distinción entre plazos se derivan también diferentes efectos:  

a) La prórroga del plazo de duración se otorga con el fin de que el contratista ejecute otra 

vez, por un nuevo período, la prestación contratada. 

 

b) El plazo de ejecución se prorroga con el fin de que el contratista consiga terminar la 

prestación todavía inacabada. En este caso, no se concede propiamente al contratista 

un nuevo período para que repita en el tiempo la prestación pactada, sino que se le 

otorga una ampliación del plazo inicialmente concedido. (…)” 

 

Así pues, en un contrato de obras (como es el que nos ocupa) el plazo se fija como plazo de 

ejecución, de manera que el contrato no se extingue porque haya llegado una determinada 

fecha, sino cuando se haya ejecutado la obra (además, tal y como señala el artículo 209 de la 

LCSP, los contratos se extinguen por su cumplimiento o por resolución). Tal sería el caso, por 

ejemplo, de que haya tenido lugar durante el plazo de ejecución del contrato, una ampliación 

del mismo. El contrato no se extinguirá porque haya llegado la fecha inicialmente pactada, sino 

una vez que se haya realizado la obra, tras la ampliación del plazo concedida. 

La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, en el Expediente 14/22, interpreta lo 

dispuesto en el artículo 6 del RDL 3/22, y considera que los contratos suspendidos por causa de 

la Administración se encuentran todavía en fase de ejecución a efectos de la aplicación del citado 

RDL; señala la Junta Consultiva (el resaltado en negrita es nuestro): “(…) Como se deduce sin 

dificultad del artículo 208 de la LCSP, el hecho de que la ejecución del contrato se encuentre 

suspendida no significa que tal ejecución esté finalizada, salvo que se acuerde la suspensión 

definitiva del mismo, concepto que el RGLCAP identifica con el desistimiento (…)”. 

De acuerdo con lo expuesto cabe concluir que la suspensión, al igual que la ampliación del plazo, 

afectaría al plazo de ejecución del contrato. En el presente supuesto la duración total del 

contrato incluiría, por tanto, el periodo en el que las obras han estado suspendidas (aun cuando 

no se estuviere ejecutando la obra), considerando como duración total la que comprende desde 

la fecha de inicio de las obras (que, tal y como se ha señalado, desconoce este servicio), hasta la 
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fecha de recepción positiva y certificación final de la obra (4 de octubre de 2022, según se indica 

en la consulta). Este será el periodo a computar a efectos de entender cumplida o no la exigencia 

prevista en el artículo 7 del RDL 3/2022, en cuanto al periodo mínimo de duración del contrato 

de obras para poder ser aplicable, siempre que se cumplan los demás condicionantes que 

establece la norma, la revisión excepcional de precios. A mayor abundamiento, hemos de 

recordar que este RDL surge a raíz de las excepcionales circunstancias sociales y económicas que 

produjo la pandemia desencadenada por el virus SARS-CoV-2, y que repercutieron de una 

manera directa en la ejecución de determinados contratos del sector público, al subir con fuerza 

en 2021, en el contexto de la recuperación económica, los precios de las materias primas. En 

nuestro caso, la suspensión decretada por la Administración, ha prologando en el tiempo el 

plazo de ejecución del contrato, y en este periodo, el precio de las materias primas a utilizar en 

la obra, ha podido subir considerablemente y, esta es, precisamente, la situación que pretende 

aliviar la norma estableciendo una revisión excepcional de precios, por encima de la que, con 

carácter ordinario, regula nuestra LCSP en sus artículos 103 y siguientes. 

 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la 

consulta planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante. 

 

 

EL SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 

CONTRATACIÓN 

 

 

 

 


